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PETICIÓN 700-04
INADMISIBILIDAD
AURORA CORTINA GONZÁLEZ
MÉXICO
20 de marzo de 2012
I. RESUMEN

1. El 6 de agosto de 2004 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la “Comisión”, la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por la señora Aurora Cortina González, asesorada por el señor Raúl Armando Jiménez Vázquez y por la señora Carmen Herrera García
 (en adelante los “peticionarios”), contra el Estado de México (en adelante el “Estado”). En la petición se alega que la Sra. Cortina (en adelante “presunta víctima”) habría sido cesada de su cargo de confianza como Directora del Instituto de Estudios Fiscales y Administrativos (IEFA) del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (TFJFA) como represalia por ejercer su derecho a la libertad de expresión. 
2. Los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los artículos 2 (deber de adoptar disposiciones de derecho interno), 5 (derecho a la integridad personal), 8 (garantías judiciales), 13 (libertad de pensamiento y de expresión), 24 (igualdad ante la ley), 25 (protección judicial), en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”) y de los artículos XIV (derecho al trabajo) de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y 6 y 7.a (derecho al trabajo y condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo) del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos Sociales y Culturales (en adelante “Protocolo de San Salvador”), en perjuicio de la señora Aurora Cortina González. Respecto del agotamiento de recursos internos, los peticionarios consideran que el sistema jurídico mexicano no ofrece un recurso eficaz para proteger los derechos supuestamente violados. Por esta razón, los peticionarios solicitan a la Comisión que se aplique la excepción prevista en el artículo 46.2.a de la Convención Americana.  
3. El Estado sostiene que la petición debe ser declarada inadmisible porque no se habrían agotado los recursos internos. Además niega que se hayan violado los derechos humanos de la presunta víctima. Manifiesta que el cese en el cargo se produjo por la pérdida de confianza de sus superiores como consecuencia de una serie de irregularidades que habría cometido la presunta víctima.
4. Tras examinar las posiciones de las partes, la Comisión concluye que es competente para conocer la petición bajo análisis y que el caso es inadmisible, a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. La Comisión decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. 
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. La petición fue presentada el 6 de agosto de 2004 y radicada bajo el número 700/04. El 10 de agosto de 2005, la Comisión solicitó información adicional a los peticionarios. El 21 de abril de 2006, los peticionarios enviaron un escrito de ampliación de la petición. El 23 de agosto de 2006 la Comisión transmitió las partes pertinentes al Estado, otorgándole dos meses para que presentara su respuesta, conforme al artículo 30(3) de su Reglamento. El 25 de octubre de 2006 el Estado presentó su respuesta, la cual fue remitida a los peticionarios el 30 de enero de 2007. 
6. Los peticionarios presentaron información adicional el 27 de marzo de 2007, 5 de junio de 2007, 14 de septiembre de 2007, 2 de marzo de 2009, 14 de diciembre de 2009, 20 de julio de 2010, 21 de septiembre de 2010. 
7. El Estado presentó información adicional el 16 de julio de 2007, 16 de abril de 2009, 19 de enero de 2011.
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición de los peticionarios
8. Los peticionarios señalan que la señora Cortina inició su carrera como servidora pública en el año de 1980 en el puesto de Directora del Departamento de Publicaciones del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (en adelante “TFJFA”. Desempeñó la función de Magistrada de Sala Regional de ese Tribunal a partir de mayo de 1990, puesto al que renunció para hacerse cargo del Instituto de Estudios sobre Justicia Administrativa del mismo Tribunal, puesto de confianza. Afirman que fue separada arbitrariamente de dichas funciones el 30 de abril de 2002 como represalia al ejercicio de su derecho a la libertad de expresión.  
9. Según los peticionarios, en enero de 2000 se dio el cambio bienal del Presidente del Tribunal. La señora Cortina se presentó en la oficina del nuevo presidente con la intención de presentarle el programa de trabajo del Instituto y copia de un artículo titulado “La Autonomía del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y de la Carrera Judicial” que la señora Cortina escribió a solicitud de los directivos de la revista del Instituto de la Judicatura del Poder Judicial Federal, para publicarse en el 2002. 
10. Alegan que el 20 de marzo de 2002, la señora Cortina fue citada por el Presidente del Tribunal, quien le manifestó que el artículo que le había entregado en la reunión que sostuvieron anteriormente era “reprochable y subversivo, por estar en contra de la reforma del Estado que había anunciado el Presidente Fox” y, por este motivo, le pidió que entregara su renuncia, solicitud a la que la presunta víctima se negó.  A partir de la negativa para entregar su renuncia, sostienen que el Presidente del Tribunal habría iniciado una campaña de hostigamiento en su contra para obligarla a renunciar. 
11. Informan que el 19 de abril de 2002, la señora Cortina recibió un citatorio para acudir el 25 de abril de 2002 a la instrucción de un acta administrativa por pérdida de confianza. Alegan que como la misma se realiza por la institución estatal empleadora, sin las garantías del debido proceso, consideraron que la presunta víctima no estaba obligada a presentarse a dicha diligencia. Los peticionarios señalan que el 30 de abril de 2002 la señora Cortina fue desalojada violentamente de su oficina y cesada de su cargo.
12. Señalan que esta situación ha frustrado la carrera profesional de la presunta víctima y le habría generado un estado de depresión y desesperanza que la ha visto en la necesidad de someterse a un tratamiento terapéutico. 

13. En relación al agotamiento de los recursos internos, los peticionarios consideran que el sistema jurídico mexicano no ofrece un recurso eficaz para proteger los derechos supuestamente violados. Por esta razón, los peticionarios solicitan a la Comisión que se aplique la excepción prevista en el artículo 46.2.a de la Convención Americana.  
14. En particular, los peticionarios señalan que interpusieron los siguientes recursos: Recurso de Queja ante la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH); b) Acción de amparo, en la que se reclamó la violación de entre varios preceptos constitucionales, el derecho a la libertad de expresión en perjuicio de la presunta víctima; y c) Acción del Congreso de la Unión. 
15.  Indican que el proceso de queja ante la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) no es un recurso “con la calidad y capacidad que se requiere [para] la protección de los derechos humanos”, toda vez que las recomendaciones del mencionado organismo no son vinculantes para las autoridades identificadas como responsables de los hechos. 

16. En relación a la acción de amparo, los peticionarios indican que el recurso presentado fue declarado improcedente el 3 de mayo de 2002 porque los hechos alegados eran de carácter laboral. Si bien era posible interponer un recurso de revisión, los peticionarios señalan que no se siguió ese camino debido a la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte de Justicia en el sentido de que la acción viable es la que se presenta ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje. 
17. En relación a la acción del Congreso de la Unión alegan que se emitió un exhorto por la Comisión permanente del Congreso que estaba encaminado a que se adopten las medidas pertinentes para resolver la situación.
18. Los peticionarios manifiestan que la señora Cortina no recurrió a la vía laboral, en razón de que los Tribunales Colegiados de Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación han excluido a los trabajadores de confianza del Estado del derecho a la estabilidad en el empleo así como del derecho a ser indemnizados. Los peticionarios consideran que esta interpretación desvirtúa lo dispuesto por el artículo 123.B.IX de la Constitución, que establece que “en caso de separación injustificada [los trabajadores] tendrá[n] derecho a optar por la reinstalación en su trabajo o por la indemnización correspondiente”. Los peticionarios consideran que la jurisprudencia mencionada cierra las vías a un recurso judicial efectivo que permita reclamar tales derechos. 

B. Posición del Estado

19. El Estado considera que la petición es inadmisible porque los peticionarios no agotaron los recursos internos disponibles. El Estado señala que es falso que la peticionaria haya dejado el cargo de Magistrada en 1998, toda vez que –según el Estado- la peticionaria dejó de fungir como tal el 22 de mayo de 1997 ya que la peticionaria nunca fue ratificada conforme a ley. La peticionaria se reincorporó el 1 de junio de 1997 como Secretaria de Acuerdos de la Sala Superior y en julio de 1998 fue promovida a Directora General Adjunta del Instituto de Estudios sobre Justicia Administrativa. 

20. El Estado sostiene que el 19 de abril de 2002 cesaron los efectos de su nombramiento como consecuencia de una “pérdida de confianza”. Según el Estado, el 20 de marzo de 2002, el entonces presidente del TFJFA recibió a la presunta víctima y que –por la extensión de los temas en discusión- propuso continuar con la reunión el 25 o 26 de marzo. Según el Estado, la presunta víctima incurrió en irregularidades tales como: no se presentó a trabajar el 25 y 26 de marzo de 2002; faltó el respeto a sus superiores en un escrito dirigido a ellos el 11 de abril de 2002; expuso de manera distorsionada el tema de la reestructuración del Instituto de Estudios sobre Justicia Administrativa y realizó 37 llamadas internacionales que el Estado adujo no estaban justificadas por sus funciones oficiales. Según el Estado, estos hechos demuestran que es falso que el cese de funciones de la presunta víctima se deba al ejercicio de su libertad de expresión. 
21. El Estado niega que la presunta víctima haya sido objeto de hostigamientos o de sutiles pedidos de renuncia. Indica que el 23 de abril de 2002 se la citó a una diligencia de “levantamiento de acta administrativa”. Ese acto dejaba a salvo la garantía de audiencia y el debido proceso, pues era la oportunidad procesal que tenía la presunta víctima para “comparecer, declarar lo que a su interés conviniera, ofrecer pruebas y nombrar a los testigos de descargo que estimara convenientes para su defensa, a fin de desvirtuar los hechos que se le imputaron como causales de pérdida de confianza”. El Estado informa que la presunta víctima no asistió a dicho acto.  El Estado informa que el 29 de abril de 2002, mediante acuerdo 10.392/02 el Presidente del Tribunal dispuso el cese de los efectos del nombramiento de la presunta víctima. La peticionaria retiró sus pertenencias el 10 de julio de 2003. 

22. El Estado considera que la presunta víctima tuvo a su disposición todos los medios y recursos legales de impugnación sin que medie obstaculización alguna para defender sus derechos. El Estado considera que, a diferencia de lo que sostuvieron los peticionarios, el orden jurídico mexicano si prevé medios de impugnación a la medida tomada en relación a la presunta víctima. 
23. Respecto del agotamiento de los recursos internos, el Estado considera que no habrían sido agotados. En ese sentido, la queja ante la CNDH no tuvo éxito ya que ese organismo no encontró que haya existido violación alguna a los derechos humanos. Asimismo, el Estado considera que la acción de amparo no fue seguida hasta sus últimas consecuencias, ya que la peticionaria no interpuso recurso de revisión contra la decisión que declaró a la misma “improcedente”. Respecto de la petición ante el Congreso de la Unión, la misma no tiene carácter de acción judicial. 
24. El Estado considera que la presunta víctima debió haber agotado la acción laboral. Específicamente indica que la presunta víctima podría haber iniciado una acción en la jurisdicción del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje. Si este Tribunal hubiese determinado su incompetencia, se hubiera podido interponer un recurso de amparo ante el Juez de Distrito en materia de Trabajo. 
IV.     ANÁLISIS SOBRE LA ADMISIBILIDAD
A. Competencia ratione personae, ratione  loci, ratione temporis y ratione materia
25. El peticionario está legitimado para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana.  En la petición se nombra como supuesta víctima a un individuo con respecto al cual el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que México es un Estado parte de la Convención desde el 24 de marzo de 1981, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.

26. La Comisión tiene competencia ratione materiae debido a que la petición se refiere a denuncias de violación de los derechos humanos protegidos por la Convención Americana. Asimismo, tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Igualmente la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana, que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte en dicho instrumento.
27. La Comisión reitera que una vez que la Convención entra en vigor en un Estado, ésta y no la Declaración se convierte en fuente primaria de derecho aplicable por la CIDH, siempre que la petición se refiera a la presunta violación de derechos idénticos en ambos instrumentos y no se trate de una situación de violación continua
. Por tanto, la CIDH sólo se referirá a normas de la Convención. 

B.       Requisitos de admisibilidad de la petición

1. Agotamiento de los recursos internos 

28. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tener la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. El artículo 46.2 de la Convención por su parte establece tres supuestos en los que no se aplica la regla del agotamiento de los recursos internos: a) que no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) que no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y c) que haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.  Estos supuestos no se refieren sólo a la existencia formal de tales recursos, sino también que estos sean adecuados y efectivos.

29. En el presente caso, el Estado alega que la peticionaria no agotó los recursos internos. Específicamente señala que si la presunta víctima consideraba que su cese había sido injustificado, ésta debió haber recurrido ante los Tribunales de Conciliación y Arbitraje. Los peticionarios, por su parte, aducen que dicho recurso no era “idóneo” ni “adecuado” para resolver su situación, ya que la jurisprudencia de la Suprema Corte niega a los empleados de confianza estatales la estabilidad en el cargo que la presunta víctima reclamaba. 

30. Al respecto, la Comisión estima que resulta pertinente efectuar una serie de consideraciones.  En primer lugar, corresponde señalar que del análisis de la excepción interpuesta por el Estado se desprende que sus alegatos se refieren al presunto agotamiento indebido de los recursos internos por parte de la presunta víctima por haber recurrido a diversos mecanismos, incluyendo la interposición de una acción de amparo, en lugar de recurrir a los Tribunales de Conciliación y Arbitraje.  En consecuencia, en el presente caso resulta necesario analizar cuál era el recurso interno idóneo para resolver la situación jurídica de la Sra. Aurora Cortina.  
31. Según la información aportada por las partes, la CIDH observa que conforme se desprende de la jurisprudencia mexicana, el cese laboral de trabajadores de confianza no es un acto de autoridad, toda vez que la relación que los une con el Estado se equipara a la laboral
. Por esta razón, según la jurisprudencia nacional, la vía impugnativa no es el amparo, sino el juicio ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje
.  En consecuencia, la presunta víctima no agotó debidamente los recursos formulados ante los órganos de la jurisdicción interna.
32. Respecto del argumento de la peticionaria que sostiene que el recurso ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje no es un recurso adecuado ni efectivo, la  CIDH ha señalado que para que puedan brindar al Estado la oportunidad de subsanar la alegada violación a derechos convencionales antes de que sea planteada a una instancia internacional, los recursos judiciales incoados por las presuntas víctimas deben cumplir con los requisitos razonables de procedibilidad establecidos en la legislación interna
. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la efectividad de un recurso judicial implica que, potencialmente, cuando se cumplan los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia establecidos en la legislación interna, el órgano judicial evalúe sus méritos
. 
33. La peticionaria señala que el Estado es responsable por la violación de una serie de derechos bajo la Convención y que no pudo agotar recursos a nivel interno porque el sistema jurídico mexicano no ofrece un recurso eficaz para proteger los derechos de las personas en cargos de confianza. Sin embargo, la CIDH observa que la peticionaria no ha demostrado haber planteado recursos judiciales respecto de las otras violaciones alegadas en su denuncia como por ejemplo el presunto hostigamiento laboral y/o la discriminación por ser trabajadora de confianza.
34. La CIDH considera que la presente petición no satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención y se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención Americana.
V. CONCLUSIÓN

35. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 46.1.a) de la Convención Americana, y en consecuencia, 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición, conforme al artículo 46.1.a) de la Convención.
2. Notificar esta decisión a las partes. 

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� Mediante comunicación de fecha 2 de diciembre de 2008, la presunta víctima revocó el nombramiento como asesora de Carmen Herrera García, designando únicamente como su abogado defensor a Raúl Armando Jiménez Vásquez.


� CIDH, Informe N° 03/01 (Admisibilidad), Caso 11.670, Amílcar Menéndez, Juan Manuel Caride y Otros (Sistema Previsional), Argentina, 19 de enero de 2001, párrafos 41 y ss.


� Semanario Judicial de la Federación, Tesis P./J.9/90 – Trabajadores de Confianza al servicio del Estado. El Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje es competente para conocer de la controversia que se suscite con motivo de su cese.





� Semanario Judicial de la Federación, Tesis P./J.9/90 – Trabajadores de Confianza al servicio del Estado. El Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje es competente para conocer de la controversia que se suscite con motivo de su cese.


� CIDH, Informe Nº 18/11, Petición 871-03, Inadmisibilidad, Víctor Eladio Lara Bolívar, Perú, 23 de marzo de 2011, párr. 27.


� Corte I.D.H., Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 94; y Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros). Sentencia de 24 de Noviembre de 2006. Serie C No. 158, párr. 126.
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